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EXPEDIENTE ARBITRAJE.- AR – 01 / 2017
MODALIDAD.-  DERECHO
DEMANDANTE.-  XXXXX
DEMANDADA.-  XXXXXX
LAUDO Nº 03 / 2017
   En Toledo, a dieciocho de octubre de dos mil diecisiete
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2.696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la sede de la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral en la localidad de Toledo, Avenida de Irlanda, número 14, provisto con D.N.I. nº 52.139.382-S, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 01/2017, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE XXXXX
Don XXXX, colegiado nº XXXX, actuando en representación del socio trabajador  XXXXX, con D.N.I. nº XXXX, por apoderamiento apud acta otorgado por éste en fecha 18 de enero de 2017, estando legitimado activamente en este procedimiento, dada su condición de socio de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha 19 de enero de 2017 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar en su conjunto al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  Como presupuesto previo, el demandante señaló el carácter y naturaleza de la entidad XXXX, como una cooperativa de enseñanza de trabajo asociado, a la que el actor se incorporó a ella como socio desde la constitución de la misma, el día 02 de febrero de 1982, realizando labores de docencia, en su condición de "Licenciado en Magisterio, especializado Ciencias Sociales y habilitado en la materias de lengua inglesa y música".

Se establece por la parte actora que la sociedad cooperativa cuenta a la fecha del escrito de solicitud un total de 28 socios, que desarrollan su actividad con otros 14 docentes contratados por cuenta ajena, no habiendo variado el número de socios desde la constitución.

SEGUNDO.-    Se señala en ese mismo escrito de demanda, que el socio demandante ha formulado en diversas ocasiones ante la Cooperativa su voluntad de transmisión de la condición de socio a un tercero, reuniendo los aspirantes aquéllos requisitos objetivos que se precisan para ejercer como tal. 

Finalmente, remitió a la demandada burofax en fecha 05 de julio de 2016, en el que mostraba su voluntad de transmitir su condición de socio a D. XXXX, con DNI nº XXX, con fecha de efectos 01 de julio de 2016, al amparo del artículo 31.1 letra a) de la vigente Ley de Cooperativas regional.


Que dicha oferta se rechazó por parte de la Cooperativa, notificada por burofax de fecha 19 de julio de 2016, en base a los siguientes argumentos:

a) Invocando un acuerdo de Asamblea General de fecha 25 de febrero de 2016, se señaló la imposibilidad de admitir la incorporación de nuevos socios trabajadores, como consecuencia de la congelación de los conciertos educativos suscritos con la Administración, y ante la situación en la que a lo largo del año 2017 se iban a firmar los nuevos convenios, se desconocía a la fecha de la comunicación si éstos iban a ser suficientes para mantener la prestación de los actuales socios.

b) En dicho burofax, también se respondía a la solicitud de baja obligatoria del socio demandante, rechazándola con independencia del inicio de los trámites previstos para la jubilación.


El actor refutó esos argumentos planteados por la Cooperativa exponiendo los siguientes motivos:

a) Que el acuerdo alegado, ratificado por otro posterior de fecha 26 de noviembre de 2016, sería nulo por infracción del artículo 31 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

b) Que la solicitud del socio no incrementa el número de socios, dado que con la transmisión nos encontraríamos ante un total de 28 socios, el contingente que siempre ha estado en activo en la Cooperativa, por lo que no se habría incrementado el número de socios.
c) Que las posibles consecuencias de una hipotética reducción, o modificación en los convenios con la administración en ejercicios posteriores, se encontrarían sujetas al artículo 22 de los Estatutos, como presupuestos para una baja obligatoria de los socios por causas económicas, tecnológicas o de fuerza mayor, y no como elementos que impidan o restrinjan el derecho de transmisión de los socios.
d) Con relación a su solicitud de jubilación para consumar su baja obligatoria, el actor destaca que esta baja no traería causa de ella, sino de la transmisión de su condición de socio a favor de D. XXXX, que conllevaría la concesión de dicha baja a favor del demandante.
TERCERO.-   Que el Sr. XXXX, en su condición de aspirante a socio, solicitó por escrito de la Cooperativa, mediante burofax de fecha 08 de julio de 2016, su alta e incorporación a la misma, mediante la adquisición de participaciones sociales cooperativas del socio demandante, habiendo acreditado ser poseedor de la titulación y habilitaciones requeridas.

Frente a la misma, la demandada resolvió desestimar dicha solicitud, y según el actor, sobre la base de no reunir el perfil académico, aunque destacó el socio en su escrito que el aspirante viene trabajando en la Cooperativa desde septiembre de 2016 como profesor contratado laboralmente, situación que contradice esa pretendida falta de aptitud para el desempeño como socio trabajador.
CUARTO.-  Considera el demandante en su escrito que las comunicaciones y resoluciones de la Cooperativa estarían conculcando el artículo 31.1 letra a) de la Ley de Cooperativas, dado que los Estatutos Sociales de la demandada no regularían la existencia de una autorización previa del Consejo Rector para realizar la transmisión de la condición de socio, y que en su artículo 48.2 realizan una mera remisión al artículo 81 de la norma legal.
QUINTO.-  Concluye el demandante solicitando dentro del presente procedimiento, que se venga a dictar resolución por el que se "declare la nulidad de los acuerdos de Asamblea General de fecha 25 de febrero y 21 de noviembre de 2016, referente a la prohibición de la incorporación de nuevos socios mediante la transmisión de dicha condición entre socios y solicitantes de nuevo ingreso", y al tiempo que se proceda a condenar a la Cooperativa a "autorizar la transmisión de la condición de socio de D. XXXX a D. XXXX a otro aspirante o a socio interesado, procediendo a dar de baja al Sr. XXXX y reconociendo al nuevo socio tal condición", con la cuantía de capital social que tenga reconocida el demandante.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX.
Por su parte, la  Cooperativa XXXX con domicilio social en XXXXX, provista de C.I.F. nº XXXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, el letrado XXXXXX, colegiado nº XXX, por apoderamiento apud acta otorgado ante la Secretaria de la Comisión de Arbitraje, Mediación y Conciliación de este Consejo en fecha 28 de marzo de 2017, por parte de la presidenta de la sociedad, XXXXX, con DNI nº XXXX;    oponiéndose ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 17 de febrero de 2017, en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Por la representación de la cooperativa demandada, se planteó como cuestión previa que la solicitud del socio estaría excediendo del ámbito del procedimiento arbitral por encontrarse la materia fuera de la capacidad de disposición de las partes, y dado que la resolución que se pudiera dictar en el presente procedimiento podría afectar a terceros ajenos - tanto al aspirante a socio que consta en autos como a futuros aspirantes -, se debería declarar la inadmisibilidad de la solicitud de arbitraje, sin perjuicio de las acciones que pudiera plantear el socio ante la jurisdicción ordinaria.
SEGUNDO.-   En respuesta a las alegaciones planteadas por el socio demandante, la cooperativa se opuso en los siguientes términos:
a) Ratificó la Cooperativa que cuenta con 28 socios trabajadores en activo, pero también señaló que ese número ha variado a lo largo de su trayectoria y que no existe compromiso alguno para que ese sea el máximo o mínimo de socios en la entidad, destacando que en su constitución sólo contaba con 18 socios trabajadores.
b) Que en consonancia con los distintos cambios legislativos en materia educativa, se han ido produciendo las necesarias adaptaciones en el número de socios, bien por la incorporación de nuevos socios o mediante la conversión en socios de trabajadores asalariados de la Cooperativa.
c) Que tanto en función de la implantación de nuevas normas educativas, como la caída demográfica en la zona de influencia del colegio es lógico pensar en la futura reducción o, en su caso, eliminación de unidades educativas en el centro por parte de la consejería de Educación.

d) Estando prevista la jubilación de hasta 18 socios desde la fecha de este procedimiento hasta el año 2024, por cumplimiento de la edad establecida, se prevé la admisión de 6 nuevos socios, lo que conllevaría que el número final de socios trabajadores será de 16, cifra que coincidirá con la definitiva extinción de una línea educativa concertada.

e) La situación descrita y adopción de soluciones, se señalaba en el escrito (17/02/2017) que sería objeto de una solución definitiva en la Asamblea General a celebrarse en fecha 22 de febrero de 2017, en la que se propondría por el Consejo Rector dejar sin efecto los acuerdos asamblearios de fecha 25 de febrero y 21 de noviembre de 2016 - objeto del presente procedimiento - para darle una resolución distinta a la ya adoptada en aquéllas.
TERCERO.-   Por parte de la representación de la Cooperativa se expone, respecto a las intenciones o voluntad del socio demandante, que la misma no es sino "adelantarse" a la situación interna de la sociedad, ya previsible, y transmitir las participaciones sociales cooperativas, con independencia de que la entidad precise para su actividad del nuevo socio o no.

Se señala, en los términos expresados por el letrado de la Cooperativa, que "el interesado pretende vender su parte a un nuevo socio, por una cifra considerable, sin ofrecer ninguna garantía a dicho nuevo socio trabajador de que su puesto de trabajo vaya a existir más allá de los próximos cinco o diez años (...)"

Ratificó la Cooperativa en su escrito que, al menos en tres ocasiones que la sociedad tenga constancia, el socio demandante ha intentado transmitir su condición a terceros ajenos a la entidad, admitiendo en que dos anteriores ocasiones se denegó su admisión por la demandada, aduciendo en palabras de la sociedad "cuestiones estrictamente empresariales".
CUARTO.-    Se alega por la Cooperativa en su escrito que la resolución adoptada en la Asamblea General de fecha 25 de febrero de 2016, que es impugnada en este procedimiento, establecía que la "congelación" de la entrada de nuevos socios era una medida "provisional y cautelar, no permanente, a revisar antes de agosto de 2017."
QUINTO.-  Finalizó su escrito de contestación la cooperativa demandada  solicitando del Árbitro que dictara Laudo en los siguientes términos: i) inadmitir la solicitud de arbitraje, por referirse a cuestiones de Derecho necesario; y ii) subsidiariamente, que se desestimara íntegramente la solicitud del actor, declarando válidos los acuerdos asamblearios impugnados.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 23 de junio de 2017, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron conjuntamente en la sede de los Servicios Centrales de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sita en la Avenida de Irlanda, número 14, de la ciudad de Toledo para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del demandante, D. XXXXX, asistido del letrado D. XXXXX, con DNI nº XXXX; así como de la parte demandada, la Cooperativa XXXXXX, representada en este acto por la presidenta del Consejo Rector a la fecha de la vista, XXXXX, acompañada de la directora del centro educativo XXXX, con DNI nº XXXX y de la Secretaria de la sociedad, XXXXX, con DNI nº XXXX, junto con el letrado de la entidad XXXX, con DNI nº XXXX.
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado. De igual manera, la parte demandada en el procedimiento, con carácter previo reiteró la excepciones planteadas en su escrito, en cuanto a que la materia objeto del procedimiento estaría fuera de la capacidad de disposición de las partes, afectando a terceros no personados en el mismo, y al tiempo la ausencia de legitimación para reclamar en nombre del aspirante a socio frente a los acuerdos de los órganos de la Cooperativa, siendo objeto de oposición por la parte actora, decretando el Árbitro en el ejercicio de sus funciones que la resolución sobre dichas excepciones tendría carácter previo dentro del presente laudo arbitral.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.

En dicho acto, el demandante renunció al interrogatorio del representante legal de la Cooperativa, aportando documental adicional, consistente en anteriores solicitudes de transmisión de su condición de socio de aquel y su no admisión por los órganos de la Cooperativa, solicitando al tiempo la aportación de diversa documentación referida a la vida laboral de la entidad y certificación del efectivo número de socios, trabajadores asalariados, así como de la cuantía del capital social y su atribución a cada uno de los socios.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, para al tiempo aportar nueva documentación que fue admitida en el procedimiento, consistente en copia del acta de la Asamblea General extraordinaria de fecha 22 de febrero de 2017.
Teniéndose entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron la necesidad de establecer sus conclusiones en forma escrita, por lo que se tuvo por finalizada la vista, a expensas de la aportación de la mismas – previa aportación de los medios de prueba pedidos por el demandante -, para que se dictara la presente resolución, de forma que la Cooperativa remitió los referidos documentos en fecha 01 de agosto de 2017, habiendo emitido sus conclusiones la demandada en idéntica fecha el día 01 de agosto de 2017, mientras que la representación del socio demandante las aportó en fecha 30 de agosto de 2017.
A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 19 de enero de 2017, petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre las excepciones planteadas por la parte demandada
Este órgano arbitral, con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, viene a resolver sobre las mismas, comenzando sobre la falta de objeto del presente arbitraje porque se encontraría esa materia fuera del poder de disposición por las partes, afectaría o vincularía a terceros no personados en el presente procedimiento, formulada por la Cooperativa XXXXXX, lo que conduciría, de estimarse, a la finalización del procedimiento; y al tiempo por la falta de legitimación activa del socio, cuando interpone simultáneamente con la suya una acción en defensa del derecho que, como aspirante a socio, se pretende a favor de D. XXXXX.

A)  Excepción por objeto referido a materia fuera del poder de disposición de 
las partes.

Realizar un análisis de la referida excepción requiere traer a esta resolución la normativa y supuestos que conforman la cláusula de sumisión arbitral y los requisitos para su aplicación, así en la disposición final de los Estatutos de la Cooperativa se establece que:

"Las discrepancias y controversias que puedan surgir en la Cooperativa, entre los socios 
y la Cooperativa, incluso en período de liquidación, podrán ser sometidas a la 
mediación, conciliación o el arbitraje del Consejo Regional de Economía Social creado 
por Decreto 72/2006, de 30 de mayo."


A esa sumisión estatutaria a medios alternativos de resolución de conflictos, calificable al menos de "genérica" en su tenor literal, hay que ponerla en relación con la norma reglamentaria que la recoge y regula, así el artículo 2.1º de dicho Decreto, sobre aquéllas cuestiones susceptibles de arbitraje, conciliación y mediación que:


"Podrán ser objeto de los procedimientos de arbitraje, conciliación y mediación las 
cuestiones litigiosas derivadas de la actividad cooperativa o asociativa, sobre materias 
de libre disposición conforme a derecho y que se planteen: 



a)  Entre sociedades cooperativas.



b)  Entre sociedades laborales.



c)  Entre socios y la sociedad cooperativa a la que pertenezcan.



d)  Entre socios de la misma sociedad cooperativa.



e)  Entre socios y la sociedad laboral a la que pertenezcan.


f)  Entre socios de la misma sociedad laboral."

Y aquí es preciso hacer referencia al artículo 11 bis de la Ley de Arbitraje, que en su apartado 3º establece que: "Los estatutos sociales podrán establecer que la impugnación de los acuerdos sociales por los socios o administradores quede sometida a la decisión de uno o varios árbitros, encomendándose la administración del arbitraje y la designación de los árbitros a una institución arbitral."; que si ponemos en relación este precepto con la redacción de la cláusula estatutaria de la demandada es evidente que puede tener plena aplicación la arbitribilidad dentro de los términos no excluyentes que la delimitan.
En forma expresa nuestra norma regional de Cooperativas, en el párrafo 2º del artículo 54.7 de la Ley 11/2010 admite el arbitraje cooperativo en materia de impugnación de acuerdos sociales:

“Siempre que se observaren las distintas formalidades exigidas para poder acudir al arbitraje cooperativo, también podrá utilizarse como un alternativo mecanismo extrajudicial de resolución de conflictos en el caso de impugnación de los acuerdos sociales.”

De igual forma, la propia invocación por la Cooperativa como excepción de que no nos encontremos en el presente procedimiento arbitral ante alguna de las "materias de libre disposición",  exige una previa determinación de lo que se engloba bajo ese concepto, tal como se recoge en la SAP Barcelona nº 248/2008, de 30 de junio de 2008 (Ponente: Ignacio Sancho Gargallo). La sentencia referida desestima la acción de anulación contra un laudo que declara la nulidad de la Junta General Extraordinaria de accionistas de una sociedad anónima - no olvidemos que estamos también ante una sociedad -, y, consecuentemente, la nulidad de los acuerdos adoptados. La importancia de la resolución objeto de esta sentencia radica en que se pronuncia de forma clara y concisa sobre la validez de los convenios arbitrales incluidos en los estatutos de una sociedad mercantil, que sometan a arbitraje “todas las cuestiones societarias litigiosas que se susciten entre la sociedad y sus administradores o socios, o entre aquellos y éstos, o éstos últimos entre sí... Se exceptúan de esta sumisión aquellas cuestiones que no sean de libre disposición”. 

Por otra parte, interesa destacar que la resolución objeto de esta referencia  señala asimismo que carece totalmente de relevancia a efectos de la validez del convenio arbitral y la disponibilidad de la materia, que el acuerdo impugnado lo sea por nulo o anulable, puesto que el árbitro como el Juez pueden declarar tanto la nulidad como la anulabilidad de acuerdos sociales.

Pero si pretendemos un estudio más detallado sobre la concreta arbitrabilidad de los conflictos societarios y, en particular, de los procesos de impugnación de acuerdos sociales es un asunto que no ofrece, a día de hoy, excesivas dudas. Puede afirmarse, en efecto, que se trata de un problema ya superado, sobre todo desde que el Tribunal Supremo dictó su conocida Sentencia núm. 355/1998 de 18 abril de 1998 (Ponente: Xavier O´Callaghan Muñoz).

El problema del alcance de la arbitrabilidad de los conflictos societarios puede resolverse atendiendo al límite de la disponibilidad de la materia sometida a arbitraje, establecido actualmente en el artículo 2.1º de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje según el cual “son susceptibles de arbitraje las controversias sobre materias de libre disposición conforme a derecho”.

De hecho, ya se encargó de efectuar esta precisión la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de abril de 1998, al señalar que “no quedan excluidas del arbitraje y, por tanto, del convenio arbitral la nulidad de la junta de accionistas ni la impugnación de acuerdos sociales; sin perjuicio, de que si algún extremo está fuera del poder de disposición de las partes, no puedan los árbitros pronunciarse sobre el mismo, so pena de ver anulado total o parcialmente su laudo”. En este sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia y la práctica judicial insisten en que, a los efectos considerados, no cabe identificar los conceptos “imperatividad de la norma aplicable” e “indisponibilidad de la materia”. 

Así, se ha dicho con acierto que “el carácter imperativo de las normas que regulan la impugnación de acuerdos sociales, no empece el carácter negocial y, por tanto, dispositivo de los mismos” (STS de 18 de abril de 2008); que no cabe confundir “el carácter de las normas jurídicas con el ejercicio de los derechos privados y no públicos, de los que se puede disponer... El hecho de que las normas que regulan el funcionamiento de los órganos colegiados de las sociedades mercantiles (en el presente caso, sociedad cooperativa), sean imperativas no impide someter dichas materias a arbitraje, pues no se trata de que el convenio arbitral en materia de impugnación de acuerdos transforme la naturaleza imperativa de unas normas, ni tampoco que autorice al árbitro para que infrinja una norma imperativa” (SAP Guipúzcoa de 4 de febrero de 2008), y ya se iba clarificando los límites en resoluciones anteriores, en este sentido el Auto de la AP Barcelona de 16 de marzo de 2005, según el cual "la concurrencia de normas imperativas en la controversia, lejos de excluir el arbitraje lo que impide es que la controversia sea resuelta por los jueces o, en su caso, por los árbitros al margen de dichas normas o contrariándolas”.

Conclusión similar se desprende en el Auto de la AP de Madrid de 31 de mayo de 2005, en el que, además, se concluye que “a la luz de lo dispuesto en el art. 2 de la vigente LA 60/2003, la materia relativa a la nulidad de acuerdos sociales puede y debe considerarse de libre disposición por los socios y la sociedad”.

B) Excepción por afectar la resolución arbitral a terceros ausentes del 
procedimiento

Como ya se ha venido exponiendo en el punto anterior, la habilitación del Árbitro para dictar la nulidad o anulabilidad de un acuerdo societario, y ese es el objeto del presente procedimiento, es evidente que afecta al resto de los terceros socios, cosa distinta y objeto de estudio en otro punto del presente laudo, para aquéllos que no han alcanzado esa condición societaria.


Pero esa "fuerza vinculante" de una posible resolución contraria, o no, frente a un acuerdo alcanzado por alguno de los órganos societarios no sólo trae su causa de la materia sino también de la ley y de lo que el Tribunal Supremo ha venido señalando, así la STS 404/2005, de 26 de mayo de 2005 la cual ya nombra - y aplica- la doctrina de la “transmisión del convenio arbitral” a un tercero, y proclama la siguiente doctrina: “La presente cuestión se centra en área a la que la moderna doctrina científica denomina <transmisión del convenio arbitral> y que estudia el tema de si un contrato concede derechos a un tercero, éste está vinculado por la cláusula arbitral contenida en el contrato. Permitiendo esta figura introducir en el campo de aplicación del mismo litigio a partes que no firmaron el contrato”

Y por otra parte, la asunción de decisiones por un órgano social de la Cooperativa, bien sea ratificado por su Asamblea General o adoptado en su seno, pueden ser sometidas a un control posterior.


Sentencias de la denominada jurisprudencia menor delimitan la labor de control dentro de la persona jurídica, como la SAP Zaragoza de 4 de noviembre de 2011, al establecer que “el control judicial se produce cuando la dirección de la persona jurídica se aparta de su propia normativa o contraviene normas imperativas del ordenamiento jurídico o bien atenta a principios o derechos constitucionales…”

Todo ello, y siguiendo la misma línea argumental, obliga a este órgano arbitral a hacer un examen detallado del respeto a las garantías constitucionales y legales que se deben amparar dentro de cualquier acuerdo de un órgano de la sociedad cuando se dirige contra un socio o que pueda limitar sus derechos, y que cuyo incumplimiento o infracción nunca pueden ser defendibles o convalidados en base a un alegado poder de autoorganización que la persona jurídica ostenta o que se apruebe o ratifique la resolución por la mayoría, o incluso cuando esta se dé con la unanimidad de sus miembros, en cualquiera de los distintos órganos sociales de una cooperativa, porque estaríamos en este caso ante la subversión del contenido del segundo principio cooperativo cuyo contenido es la "Gestión democrática por parte de los socios". 


El citado principio es uno de los más consubstanciales a la propia esencia de una sociedad cooperativa, pero no puede dar carta de naturaleza o validez jurídica alguna a posibles conductas arbitrarias de cualquier entidad cooperativa o de sus órganos sociales, contra si o contra sus socios o terceros.

C) Excepción por ausencia de legitimación para ejercer acción en 
representación del aspirante a socio

En el presente procedimiento, en el suplico de la solicitud de arbitraje se establecía como objeto por parte del demandante que "se condene a la Sociedad Cooperativa XXXXX a autorizar la transmisión de la condición de socio de D. XXXX a D. XXXX o a otro aspirante a socio interesado (...)"; siendo evidente la ausencia de legitimación activa en el presente procedimiento del aspirante Sr. XXXX o de un tercero distinto, por sí mismo ni a través del socio demandante, a la vista del artículo 3.1 letra a) del Decreto 72/2006 que establece de forma imperativa que el demandante se encuentre en la situación de: 

"Estar en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral 
castellano-manchega, o haber perdido dicha condición por los hechos que se someten a 
arbitraje, conciliación o mediación."

Como resumen final, este árbitro acuerda respecto de las excepciones formuladas por la Cooperativa, inadmitir las excepciones planteadas, por cuanto queda acreditado que tanto la propia cláusula de sumisión, la normativa legal y la jurisprudencia permiten el desarrollo y conclusión del presente procedimiento..
Por contra se acuerda admitir, en cuanto al examen de la cuestión dentro de los límites de los socios afectados por los acuerdos asamblearios, la excepción en cuanto a la falta de legitimación activa del aspirante y solicitante de admisión D. XXXX o de cualquier otra persona distinta del socio demandante, que no puede ser subsanada, representada y/o suplida por la actividad de un socio cooperativo en el ejercicio de los derechos de un aspirante en esta vía de resolución.
CUARTO.- Sobre el derecho de transmisión de las participaciones sociales cooperativas.
Una vez establecidas las facultades de este órgano arbitral para resolver sobre el objeto del procedimiento, es preciso determinar el contenido del derecho sujeto a controversia como es el verdadero contenido que supone, tanto para el socio como para la Cooperativa, la transmisión de las aportaciones o participaciones sociales en las sociedades cooperativas.

La principal obligación del socio cuando ingresa en la sociedad cooperativa es la de realizar la aportación. Ésta podrá ser una aportación obligatoria inicial u originaria o una aportación obligatoria posterior o sobrevenida. 


Las aportaciones obligatorias encuentran su razón de ser en la necesaria dotación a la cooperativa de los recursos para llevar a cabo su objeto social. Por ello, se considera que el conjunto de aportaciones obligatorias ha de constituir una cifra de capital adecuada para la empresa, por cuanto el capital social es considerado como un elemento indispensable que no puede ser sustituido por la mera colaboración entre los socios 


Así las cosas, resulta fundamental conciliar esa necesidad con los principios cooperativos, cuyo objetivo es el garantizar la libre adhesión a la sociedad cooperativa de aquellas personas que cumplan ciertos requisitos. En este equilibrio radica la clave de bóveda del sistema, puesto que si se imponen unas condiciones de acceso a la sociedad excesivamente gravosas se vulneraría el principio cooperativo de "puertas abiertas"

La participación social en cualquier tipo de sociedad se configura como un conjunto de derechos y facultades que competen a los socios en su condición de tales. Este entramado de derechos y obligaciones es el elemento esencial de un derecho de carácter subjetivo cuyo titular es el socio. No obstante, la condición de socio no se agota con esa catalogación sino que, además, es un específico objeto jurídico independiente del carácter personalista o capitalista de la sociedad a la que se pertenece, aspecto fundamental en el caso de una sociedad cooperativa.

El régimen jurídico aplicable a la transmisión de las aportaciones cooperativas está profundamente influenciado por el particular valor del intuitu personae y la finalidad mutualista que presiden este modelo societario. Es por ello que la transmisión de las aportaciones resulta peculiar respecto a la de las participaciones o acciones en las sociedades de capital, en la medida en que en la cooperativa adquiere un relieve máximo la figura del socio como principal usuario de la empresa mutualística.

Esa relevancia de la figura del socio deriva directamente del “fin cooperativo” que constituye un pilar esencial de este tipo social y supone un intrincado nexo entre la sociedad y los socios. La sociedad se configura como un instrumento jurídico al servicio tan sólo de aquellas personas (socios) que poseen análogas necesidades económicas y son satisfechas por la cooperativa. Por consiguiente, el acceso a este tipo de sociedades está limitado a aquellas personas que poseen ciertas características -bien de naturaleza subjetiva u objetiva- que le permiten formar parte de las mismas o, en sentido contrario, quien carece de dichas características no puede acceder a la condición de socio en una cooperativa. 


En estas circunstancias, parece lógico que la transmisión de la posición de socio se regule de forma restrictiva en la medida en que únicamente determinadas personas puedan adquirir esa condición y tan sólo los socios pueden ejercitar los derechos legal o estatutariamente previstos.


Por ello debe destacarse una nota distintiva de la cooperativa respecto a otras formas sociales puesto que si una persona adquiere una acción o una participación en una anónima o una limitada se convierte en socio de la misma; mientras que dicha ecuación no se cumple automáticamente en las cooperativas. En éstas, para que alguien sea titular de una aportación/participación cooperativa, tiene que ser socio o adquirir dicha condición según lo dispuesto legalmente, por lo que cabe concluir que la transmisión o adquisición de la aportación no origina por sí la pérdida o adquisición de la cualidad de socio.

En definitiva, el objeto social de la cooperativa implica el desarrollo de una actividad en la que los cooperativistas son partícipes y que genera un intercambio recíproco de las prestaciones propias del objeto social entre el socio y la cooperativa. Según la clase de cooperativa en la que nos situemos, dicho intercambio tendrá un diverso perfil, no existiendo incompatibilidad alguna entre el carácter mutualista señalado y el fin lucrativo que resultará, en todo caso, matizado o limitado por los principios cooperativos, sobre todo, el principio de puerta abierta y el régimen de distribución de excedentes.

De lo expuesto concluimos que el carácter mutualista tiene una especial transcendencia en el estatuto jurídico del socio cooperativo por cuanto implica un reconocimiento de la obligación y el derecho del socio a participar en la actividad económica propia del objeto social de la cooperativa si bien dicha participación estará sometida al cumplimiento de determinados requisitos por parte del socio. Por consiguiente, el régimen de transmisión también estará condicionado por el citado carácter dado que la persona a la que se le transmiten las aportaciones ha de ser socio de la cooperativa o adquirir dicha condición en un determinado plazo.

En coherencia con la incidencia del carácter personalista y mutualista en el régimen de transmisión de las aportaciones en una sociedad cooperativa, en la legislación se suele regular, específicamente, el procedimiento de admisión y baja de los socios. El procedimiento de admisión del socio en la cooperativa se caracteriza por la imposición de una serie de requisitos que han de constar en los estatutos como contenido mínimo y esencial. Tales requisitos pueden ser clasificados en cuatro categorías. 


En primer término, los de carácter subjetivo, esto es, aquellos que determinan como condición para ser socio tener una determinada personalidad, así únicamente pueden acceder a una cooperativa de enseñanza de trabajo asociado, como las que nos ocupa, personas físicas con capacidad para contratar. En segundo lugar, también pueden existir requisitos de carácter objetivo, en virtud de los cuales se restringe la cualidad del socio para determinadas personas en función de la actividad, de la titularidad de ciertos bienes, la posesión de determinados conocimientos, cualificación o titulación, cómo acontece en esta clase de cooperativas. Finalmente, en tercer lugar, para algunas clases de cooperativas suelen preverse requisitos de carácter geográfico. Así, los bienes aportados a la cooperativa, o las explotaciones comerciales o de carácter industrial de los socios cooperativistas, han de estar situadas dentro de un ámbito territorial delimitado en los estatutos. Por último, existen requisitos de carácter económico en virtud de los cuales una persona que desee ser socia en una cooperativa deberá realizar la aportación obligatoria mínima y, si así se establece por la Asamblea General, pagar la oportuna cuota de ingreso.

A la hora de establecer esa transmisión de la cualidad de socio hay que tener en cuenta que en el transmitente han de concurrir de forma obligatoria varios requisitos cumulativos: tener la cualidad de socio, la capacidad de obrar necesaria para disponer de su derecho y, además, aquella que pueda exigírsele específicamente para el negocio dispositivo inter vivos que se utilice, como en el presente caso nos ocupa la compraventa.

Cuando se abordan las transmisiones inter vivos de las participaciones de una cooperativa, la panorámica ofrecida por la legislación de las distintas CC AA dista de ser común. No obstante, pese a esta falta de uniformidad, todas las leyes se caracterizan por no admitir la libre transmisión de las aportaciones y por exigir el respeto a los límites de la aportación respecto al capital social.


Ahora bien, la norma de aplicación en este procedimiento concreto es la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que ya en su propia Exposición de Motivos en su apartado II - aunque fundamentalmente referida al concreto supuesto de prohibición de baja voluntaria -, establece que: 

"Se introduce un novedoso sistema de transmisión de la condición de socio, a 
semejanza con el medio normal de salida voluntaria que existe en cualquier tipo de 
sociedad, civil o mercantil, cual es la transmisión de sus participaciones sociales a otra 
persona, sea socio o no, siempre que la cooperativa optase estatutariamente por 
prohibir el derecho de baja voluntaria."


En la concreta regulación, alegada por el actor sobre el artículo 31.1 de la citada Ley no establece otros requisitos distintos para la adquisición de las aportaciones, que la efectividad de su compromiso como tales socios en el plazo de tres meses y la expresa referencia a los "términos fijados por los estatutos":

"La totalidad de las participaciones sociales podrá transmitirse:

a) Por actos "inter vivos" a otros socios o a terceros no socios que se comprometan a 
serlo en los tres meses siguientes, en los términos fijados por los estatutos, y sin 
perjuicio de la debida aplicación de lo previsto en el último párrafo del punto 7 del 
artículo 82 de esta Ley.


(...)"

Una vez cotejados los Estatutos de la demandada, en su artículo 48.2 se realiza una mera remisión a las previsiones del artículo 81 de la Ley de Cooperativas, que habría que poner en relación con el artículo 8 de la norma estatutaria, en el que si se establece el concreto procedimiento de admisión de los socios de la Cooperativa, que en el apartado 1º señala que: "Para ingresar en la Cooperativa, el/la interesado/a deberá presentar su solicitud de ingreso por escrito al órgano de administración, con justificación de la situación que le da derecho, conforme a estos Estatutos, a formar parte de la misma."; aunque en el apartado 7º de dicho artículo se reduce el plazo a un mes a contar desde la notificación del acuerdo definitivo de admisión para el desembolso de las aportaciones obligatorias.

En el artículo 81.3 de la Ley 10/2010, cuando se regula la transmisión de la condición de socio a un tercero, como sucede en este caso, se recogen unos requisitos de naturaleza formal y de publicidad para el resto de socios, sin que se establezcan otros de índole material distintos de la posesión de los títulos habilitantes para su admisión como socio, como corresponde al ser XXXXX una entidad de la clase de las de enseñanza, y así puede leerse:

 "3. Las participaciones obligatorias sólo podrán transmitirse:


(...)  
c) Entre el socio actual y el solicitante de nuevo ingreso como socio ordinario o colaborador por actos inter vivos. A tal efecto, el órgano de administración, presentada la solicitud de ingreso, la hará pública en el tablón de anuncios del domicilio social de la cooperativa para que en el plazo de un mes los socios ordinarios o colaboradores puedan ejercer los derechos recogidos en el párrafo anterior.

Este árbitro hace suyas las afirmaciones del letrado de la Cooperativa cuando señala que "una persona no es socia porque posea una parte del capital, sino a la inversa, una persona debe poseer una parte del capital porque ha sido admitida como socia, porque puede desarrollar la actividad cooperativizada"; ahora bien, cuando en la práctica se ha venido produciendo un rechazo sistemático por el órgano de administración de las solicitudes de transmisión que se formulan por el socio demandante, y se ha alegado frente a ellas básicamente como motivo para inadmitirlas la existencia de los acuerdos adoptados en Asamblea General, se está creando de facto una "prohibición de transmisión", bien sea con el carácter "provisional y cautelar" alegado por la demandada - que se vería resuelta o definitivamente regulada por los acuerdos adoptados en Asamblea de fecha 22 de febrero de 2017 -, en función de la previsible situación futura de reducción de líneas y por consiguiente, de profesores, que precisa de un estudio más concreto.


A la vista del estudio pormenorizado de la doctrina, estudios y normativa aplicable, es evidente, a juicio de este órgano, que los concretos acuerdos asamblearios impugnados, de fecha 25 de febrero de 2016, y el posterior aprobado en fecha 21 de noviembre de 2016, en materia de transmisión de participaciones sociales son  NULOS de pleno derecho  en base a los siguientes argumentos:
a) La restricción de un derecho de cualquiera de los socios en una sociedad cooperativa, tenga ésta un carácter provisional o definitivo, precisa no sólo del acuerdo del órgano competente, la Asamblea General, sino que ineludiblemente debe tener el amparo o justificación de una norma de rango legal, o al menos de los Estatutos para su entrada en vigor, aspecto distinto y objeto de valoración sería si ese precepto estatutario fuera o no contra legem, de cualquier manera en este procedimiento no se ha alegado precepto alguno que pudiera dar cobertura o justificación a dicha pretensión, sino el principio de oportunidad y la mención al artículo 26.1º, párrafo tercero, de la Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha.
Ahora bien, cuando en el precepto legal se establece como posible causa de inadmisión de un nuevo socio la “imposibilidad técnica o estructural debidamente acreditada”, ese concreto motivo se recoge como invocable individualmente frente a la solicitud del aspirante, y no avalaría un acuerdo asambleario que impida el ejercicio de hecho y de derecho de la facultad de transmisión de una manera genérica, a expensas de unos hechos futuros que no han acaecido.
b) Los elementos fácticos, que se invocaron como causa de la “prohibición” o limitación de transmitir, como era la reducción de líneas y la necesaria supresión de puestos de trabajo, no han tenido lugar a la fecha de este laudo, y así se acreditó a través de la documentación aportada al procedimiento, renovándose la actividad educativa con las líneas y docentes con los que viene trabajando la cooperativa.
c) Aspecto distinto sería en el supuesto de que se hubiera alegado de contrario por la Cooperativa que la negativa a su admisión trae causa de que efectivamente el aspirante no cumple alguno o todos los requisitos o titulación que le fuera exigible para el desempeño de la labor educativa, ahora bien, la propia demandada recoge en su listado oficial ante la Consejería de Educación de Castilla-La Mancha, que en el caso concreto del aspirante a socio D. XXXXX, ha venido desempeñando el puesto de Educación Física en Primaria, con fecha de alta 01 de septiembre de 2016, siendo indiscutible de esta manera su capacitación y habilitación necesaria para el desempeño del puesto.
d) Se alega por la Cooperativa que la situación futura supondrá un perjuicio al nuevo socio que adquiere por transmisión del actor, dado que como señala ésta en su escrito "el interesado pretende vender su parte a un nuevo socio, por una cifra considerable, sin ofrecer ninguna garantía a dicho nuevo socio trabajador de que su puesto de trabajo vaya a existir más allá de los próximos cinco o diez años..."
Pero hay que recordar en este concreto punto, que en el caso de una cooperativa de trabajo estamos ante una verdadera empresa (como reitera la demandada en su escrito), dentro de las figuras encuadradas en la Economía Social, pero igualmente sometida al riesgo y ventura en su actividad ordinaria, que deben afrontar los socios trabajadores en su condición de coempresarios de la sociedad, situación que debe conocer y asumir un nuevo miembro cuando solicita su admisión.
Así, la ya citada por este órgano arbitral en numerosos laudos resolución del Tribunal Supremo en la sentencia de su Sala Primera, STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014, señala en su fundamento jurídico Séptimo que "los principios que informan el régimen jurídico de las sociedades cooperativas son muy diferentes a los que informan las sociedades de capital", y continua nuestro alto tribunal estableciendo que respecto a la función del capital social, éste "tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a la actividad cooperativizada."
Concluye en este punto estableciendo una doctrina, según la cual: "el socio cooperativista no tiene un derecho a un <valor razonable> de su participación en el capital social, consistente en una cuota del patrimonio social de la cooperativa, fijada, a falta de acuerdo, por un experto independiente, como ocurre en el caso de ejercicio del derecho de separación por el socio de una sociedad de capital (art. 353 del texto refundido de la de Ley de Sociedades de Capital)."

El Tribunal Supremo en su extensa argumentación sobre las posibles deducciones a realizar al liquidar las aportaciones sociales al socio que causa baja, FJ Noveno, apartado 3º, distingue entre la aplicación del criterio de empresa en funcionamiento, aplicable sobre los socios que continúan en su vínculo societario por una aplicación futura de posibles pérdidas, al supuesto cuando se trate de los socios que "solicitan la baja en la cooperativa", respecto de los cuales la Sala aplica un criterio de liquidación, por el que se considera el capital que el socio aporta como "un capital de riesgo, que puede disminuir o incluso desaparecer como consecuencia de la imputación de las pérdidas de la cooperativa, hasta el punto 
de que el importe de la liquidación del reembolso resultará deudor para el socio (art. 61.3 de la ley autonómica de 2002)", actualmente recogido en letra b) del artículo 82.2 de la Ley 11/2010. 
e) Esta declaración de nulidad afecta únicamente al socio demandante, en cuanto a que dicho acuerdo adoptado en Asamblea dejaba sin efecto el derecho individual que ostenta aquél para transmitir sus participaciones en la Cooperativa a terceros no socios, sin perjuicio de que cualquier otro pudiera invocar el apartado 8º del artículo 54 de la Ley 11/2010 a los efectos oportunos. 
De igual manera, a la vista del sentido de este laudo, la aceptación o no por el socio demandante del nuevo sistema de transmisión y/o reembolso de participaciones, aprobado por la Asamblea General de fecha 22 de febrero de 2017, no forma parte del objeto de este procedimiento (siendo posterior al escrito de inicio) y, por ello, no vincula o condiciona la libre voluntad de los socios para adherirse o no al mismo.
Como ya se ha expuesto en párrafos anteriores, esta modalidad de resolución de conflictos y sus laudos puede vincular únicamente a los socios en sus relaciones entre si y frente a la Cooperativa, por lo que resultaría ilógico e inconveniente que el tercer adquirente pudiera ser considerado socio de la cooperativa a todos los efectos, sin haber adquirido tal condición de acuerdo con el procedimiento legalmente previsto. 


Además, hay que recordar que no sólo se trata de cumplir con los requisitos de carácter subjetivo u objetivo que se exijan de acuerdo con el tipo de cooperativa a la que se quiera acceder, sino que el tercer adquirente deberá completar la aportación social mínima obligatoria para ser socio y abonar la cuota de ingreso en aquellos supuestos se le imputen ambos conceptos. En definitiva, parece que nos hallamos ante una condición suspensiva y, por tanto, la transmisión no produce plenos efectos hasta que el adquirente sea admitido como socio, de manera que en ningún caso esos aspirantes  -  por su propia condición de no socios – pueden ostentar la legitimación activa para formular sus acciones ante este Consejo Regional de Economía Social, debiendo interponer y promover las acciones que le pudieran convenir a su Derecho, con carácter previo en vía interna ante la propia sociedad para posteriormente, en su caso, ante la jurisdicción ordinaria (artículo 26 Ley 11/2010).
QUINTO.-  Sobre la solicitud de baja del socio demandante.

Uno de los pedimentos del socio demandante en su escrito de inicio era de manera literal que una vez autorizada la transmisión de la condición de socio de aquél se procediera a “dar de baja al Sr. XXXXX y reconociendo al nuevo socio tal condición con la cuantía de capital social que tenga reconocida el sr. XXXXXX.”
Frente a esta solicitud, y en coherencia con la línea argumental expuesta por este Árbitro, podemos concluir que sólo cabe la desestimación de la solicitud de baja, y debemos considerar esa decisión bajo varios puntos:

a) Que no corresponde a este órgano arbitral dictar condena para autorizar la transmisión del socio, correspondiendo esa facultad a la jurisdicción ordinaria en esa concreta oferta que ha formulado el aspirante D. XXXXX o la de cualquier otra persona que la presente en el futuro.

b) Lo que este laudo señala y reconoce es el libre ejercicio del derecho de transmitir sus aportaciones por parte del socio demandante, bien de nuevo al aspirante ya citado o a cualquier otra persona si así lo estimara conveniente, es decir, no concurre el presupuesto necesario y habilitante para que se pudieran considerar el actor en situación de baja en la sociedad por transmisión de su condición.
c) La solicitud o acuerdo de baja del socio demandante deberá formularse, dependiendo del motivo, según se establece en los artículos 27 y 28 con carácter general en la norma regional para las bajas voluntarias y obligatorias, y en el artículo 126 para aquellas derivadas de causas económicas, organizativas o de fuerza mayor, reproducidos en los artículos 13, 14 y 22 de los Estatutos de la Cooperativa demandada.
d) Es evidente, que si al amparo del artículo 31.1 de la Ley 11/2010 se produce la efectiva transmisión del total de las aportaciones sociales de D. XXXXX a un tercero, sea éste socio o no socio, causará en ese momento baja en la sociedad cooperativa, porque según los artículos 7.1  letra b) y 8.7 de la norma estatutaria es condición indispensable para ostentar la cualidad de socio la titularidad y el desembolso de las aportaciones que vinieran establecidas en los Estatutos o por acuerdo de la Asamblea General.
SEXTO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje de fecha diecinueve de enero de dos mil diecisiete, interpuesta por D. XXXXX frente a la entidad cooperativa XXXXX, decretando así la NULIDAD de los acuerdos de las Asambleas Generales de fecha 25 de febrero y 21 de noviembre de 2016, en los puntos referentes a la prohibición de la incorporación de nuevos socios mediante la transmisión de dicha condición entre socios y solicitantes de nuevo ingreso, no afectando esta resolución ni a la plena validez del resto de acuerdos adoptados en dichas Asambleas ni a la propia celebración de las mismas.
Respecto del resto de pedimentos del escrito de demanda se acuerda declarar su desestimación íntegra, por considerar que no corresponde la competencia para conocer de la inadmisión de la solicitud como socio de D. XXXXXX a los órganos del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, al no ostentar el referido aspirante esa necesaria condición de socio, y, por tanto, la legitimación activa exigible.

Finalmente, se desestima la solicitud de baja formulada por el actor, que justificaba ésta por la transmisión de su condición de socio, pero dado que ésta no se ha perfeccionado, no concurre causa suficiente para considerar como válida aquélla.

SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Toledo, a dieciocho de octubre de dos mil diecisiete.
Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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